PRESENTACIÓN SOBRE LA MINERÍA EN LA CONSTITUCIÓN

Marcial Antonio Rubio Correa.

1.-
ALGUNOS ASPECTOS CONCEPTUALES DE LA CONSTITUCIÓN.


La minería está expresamente mencionada en la Constitución en dos oportunidades:

· En el artículo 71 cuando se restringe la posibilidad de los extranjeros de “adquirir ni poseer, por título alguno, minas (...)”, y

· El artículo 192 que establece que los gobiernos regionales son competentes para promover y regular actividades o servicios en materia de minería, entre otras (inciso 7).

No son muchas menciones expresas pero, sin embargo, la minería está presente en varios ámbitos constitucionales que son los que desarrollaremos a continuación en esta ponencia.

Antes de tratar la temática específica debemos precisar tres asuntos de naturaleza conceptual que nos serán de importancia a lo largo del tratamiento del tema:

· El primero de ellos es que el Derecho Constitucional peruano está hoy conformado no sólo por la Constitución y los tratados que ella misma reconoce, sino también por una frondosa y sistemática jurisprudencia constitucional, fruto de la resolución de diversos procesos constitucionales a lo largo de los años. Los criterios adoptados por el Tribunal Constitucional son de cumplimiento por los jueces de toda la República. La propia jurisprudencia del Tribunal Constitucional así lo ha establecido (
).

· El segundo consiste en que la Constitución tiene que ser interpretada y aplicada de manera integral, concordando necesariamente las diversas normas que la componen. No puede ser interpretada palabra por palabra o artículo por artículo (
). Utilizaremos este método a lo largo de esta exposición.

· El Tribunal Constitucional ha recurrido al concepto de bloque de constitucionalidad que es importante porque, según él, la constitucionalidad de una determinada actuación (del Estado o de los particulares) será inconstitucional no sólo si agravia las normas de la Constitución, sino también las normas de rango de ley que desarrollen las normas constitucionales porque éstas así lo han reclamado. De esta manera, por ejemplo, las normas que regulen la concesión de recursos naturales, por lo menos las principales, formarán parte del bloque de constitucionalidad y tendrán, en realidad, una jerarquía superior a las demás leyes, adquiriendo una de carácter constitucional. Esto hace, por ejemplo, que muchas normas de la Ley General de Minería, puedan ser incorporadas al bloque de constitucionalidad respectivo a la minería. También utilizaremos esta metodología a lo largo de esta exposición.

2.-
LOS RECURSOS NATURALES.


La Constitución ha establecido que los recursos naturales son patrimonio de la Nación y que el Estado es soberano en su aprovechamiento. Las leyes establecen cómo se otorgan a los particulares mediante concesión, la que da a su titular un derecho real (
).


Los recursos naturales no son bienes sometidos a las reglas de la propiedad privada por el Estado o por la Nación. Se trata de un dominio público vinculado a los deberes primordiales del Estado establecidos en el artículo 44 de la Constitución: el crecimiento económico y el fomento de la inversión que son bienes que merecen protección constitucional siempre que mantengan un equilibrio dinámico con la conservación de los recursos naturales, el medio ambiente y el desarrollo integral de la persona humana (
).


Al mismo tiempo, el Tribunal ha dicho que el aprovechamiento de los recursos naturales debe estar vinculado a la búsqueda del bienestar general que se desprende de la fórmula “social” atribuida a la República en el artículo 43 de la Carta y del elemento social de la economía de mercado y que debe ser buscado promoviendo “el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación” como dice el artículo 44 de la Constitución (
).

Vemos, así, que el Tribunal Constitucional considera, mediante el método de interpretación integrada de la Constitución, que es adecuado a las finalidades del Estado el fomentar la inversión minera. Es un principio constitucional tal como está formulado en la jurisprudencia. Tiene que estar vinculado a la conservación de los recursos naturales y al medio ambiente y, por supuesto, todo ello tiene que ver con el desarrollo integral de los seres humanos.


Dos perspectivas abre esta concepción constitucional: la primera, la del medio ambiente; la segunda, la de la solidaridad social, principio al que el Tribunal ha dado dimensión constitucional como veremos luego.


En relación a la preservación del medio ambiente el Tribunal Constitucional ha dicho que para preservarlo al tiempo que se mantiene su producción económica, es necesario aplicar el principio del desarrollo sustentable, los principios de conservación y prevención del estado óptimo de los bienes ambientales y el principio de compensación para reparación por la explotación de los recursos no renovables (
).


En relación a la dimensión social de la explotación de los recursos naturales, y de la solidaridad (
), el Tribunal Constitucional ha dicho que corresponde al Estado conducir un aprovechamiento razonable y sostenible de los recursos naturales a favor de la colectividad en general. Esto implica la necesidad no sólo de realizar la explotación económica, sino también la de preocuparse por la población, en especial la directamente vinculada al área geográfica de la explotación de recursos naturales, tanto buscando su beneficio económico como evitándole daños (
). Una consecuencia directa de esta concepción fue, como se recuerda, la sentencia que declaró infundada la acción de inconstitucionalidad promovida contra la Ley de la Regalía Minera (
). Es muy importante notar que el Tribunal Constitucional suele obtener decisiones muy concretas a partir de la aplicación de principios muy generales. Consiguientemente, para comprender bien la forma de aplicar el Derecho en el Perú en una materia específica, es preciso conocer no sólo las normas de detalle sobre minería (en nuestro caso), sino también reconocer los principios generales que aplica el Tribunal Constitucional y la forma concreta en que toma decisiones respecto de ellos.

33.  En consecuencia, de una interpretación sistemática del artículo 2°, inciso 22) y de los artículos 66º y 67º de la Constitución, se concluye que una manifestación concreta del derecho de toda persona a disfrutar de un entorno ambiental idóneo para el desarrollo de su existencia, es el reconocimiento de que los recursos naturales -especialmente los no renovables- en tanto patrimonio de la Nación, deben ser objeto de un aprovechamiento razonable y sostenible, y los beneficios resultantes de tal aprovechamiento deben ser a favor de la colectividad en general, correspondiendo al Estado el deber de promover las políticas adecuadas a tal efecto


En síntesis, el Estado es quien toma decisiones sobre la explotación de los recursos naturales según la Constitución. Para ello debe favorecer la actividad productiva en beneficio de quien la realiza pero también del interés general y de la solidaridad, lo que implica que tiene que haber beneficios directos de la explotación de recursos naturales a favor de la sociedad, en su conjunto y específicamente de la zona donde la explotación se realiza. El Estado debe velar por la inversión pero también por el bien público en relación a ella y dicho bien publico supone formas de protección al medio ambiente y de solidaridad..

3.-
LA CONCESIÓN Y EL CONTRATO LEY


La explotación de los recursos naturales ocurre a través de la concesión. Ésta es considerada por el Tribunal Constitucional como un acto administrativo a través del cual el Estado otorga la explotación de los recursos naturales siempre que se respete los términos establecidos y, añade el Tribunal, aclarando que el Estado conserva “la capacidad de intervención si la justifica el interés público” (
).

Al mismo tiempo, establece que la concesión es un acto ampliatorio para la esfera jurídica del destinatario, al establecer nuevos derechos para él que, de otra manera, no los tendría a disposición (
).


En una exposición sobre el contenido constitucional relativo a la Minería, es preciso señalar que el Tribunal Constitucional ha mantenido estos dos elementos de juicio sobre la concesión: engendra derechos en el concesionario pero, al mismo tiempo, existe un telón de fondo de interés público que, eventualmente, permite la intervención del Estado para protegerlo.


Esto ha sido especialmente destacado a propósito del artículo 62 de la Constitución y la inmutabilidad de los contratos. Lo primero que ha sostenido el Tribunal Constitucional al respecto, es que los artículos 62 y 2 inciso 14 de la Constitución conforman un solo grupo normativo y que no pueden ser desligados uno del otro (
). Uno de los efectos de tal vínculo es el de que ningún contrato, en ninguna hipótesis, puede contravenir las leyes de orden público. Esto es así, inclusive en relación a la inmodificabilidad de los contratos. El Tribunal Constitucional ha sostenido que la aplicación concordada de los dos artículos antedichos (2 inciso 14 y 62) de la Constitución, permite que en caso de que el Congreso dicte una Ley según la cual un contrato deviene en contrario al orden público, y concurren las circunstancias de que ese contrato en adelante afecte el interés general y verse sobre recursos naturales, entonces el contrato podrá ser modificado por tal ley. La depredación de los recursos naturales es una de las causas de posible intervención del Estado mencionada expresamente por la jurisprudencia constitucional (
). Debemos estar claramente apercibidos de que estas sentencias existen. La que señala lo último que hemos anotado pertenece a un caso de recursos forestales, pero su razonamiento puede ser extendido a la regulación de otros recursos naturales.

En todo caso el Tribunal Constitucional ha señalado, correctamente, que la invalidación de un contrato existente tiene que ir necesariamente a la vía jurisdiccional (tribunales ordinarios o arbitrales). No puede ser establecida por norma legislativa o de carácter ejecutivo (
).


Al propio tiempo, el Tribunal Constitucional ha reconocido extensamente la existencia del contrato-ley con su dimensión constitucional. Ha dicho que es un contrato que tiene fuerza de ley por lo que ninguna disposición legal puede modificarlo (
). Queda claro para nosotros, sin embargo, que en opinión del Tribunal Constitucional existiera un contrato ley en materia de recursos naturales que con su ejecución agravia manifiestamente al interés general, la ley podrá modificarlo. No ha habido pronunciamiento del Tribunal en este sentido en sentencia que conozcamos, pero es una posibilidad que, cuando menos, cabe analizar a la luz de la jurisprudencia existente.


El Tribunal Constitucional ha sostenido que el contrato ley existe para favorecer la inversión (
) y eso es muy importante porque la teleología de una institución constitucional es fundamental para la interpretación de su significado y su funcionamiento en la sociedad. Consiguientemente, los contratos ley existentes habrá que interpretarlos siempre dentro del Perú a favor de la inversión y de su mantenimiento. Al propio tiempo, el Tribunal Constitucional ha reconocido que no hay otro límite que la prohibición legal para incorporar cláusulas en un contrato ley pues la Constitución no pone otra traba que esa general para su contenido (
).


En síntesis, entonces, la concesión es en sustancia un acto administrativo público que engendra derechos en el concesionario siempre que cumpla las condiciones establecidas para la concesión y reservando el Estado una posible intervención en defensa del interés público. La concesión está protegida por un contrato que muchas veces es un contrato ley y que tiene fuerza de ley entre las partes lo que quiere decir que no puede ser modificado por normas posteriores como establece textualmente el artículo 62 de la Constitución. Sin embargo, el Tribunal Constitucional ha establecido que en caso de contratos vinculados a recursos naturales, cuando entre en consideración el interés general, puede haber modificación de contratos. No lo ha establecido directamente para contratos ley, pero hay que estudiar la posibilidad de que el Tribunal pueda considerar que aún estos últimos puedan ser modificados, argumentando que la libertad de contrato como derecho constitucional implica no solamente al artículo 62 sino también al 2 inciso 14 y que éste exige que el contrato siempre se adecúe a las normas de orden público (
).
4.-
LAS LIBERTADES DE LA EMPRESA


La Constitución ha establecido las clásicas libertades de empresa, comercio e industria en su artículo 59 y el Tribunal Constitucional ha hecho cierto desarrollo de ellas que merece resaltarse.

La libertad de empresa tiene cuatro libertades contenidas: la de creación de la empresa y acceso al mercado; la de organización de la empresa; la de competencia y la de cesar en las actividades (
). Hay que destacar que el Tribunal Constitucional utiliza el concepto de núcleo duro de los derechos que es, precisamente, su contenido esencial que siempre es defendible constitucionalmente. Estas cuatro libertades son, precisamente, el núcleo duro constitucional del derecho de empresa y, como se ve, cubren ampliamente los aspectos esenciales de su nacimiento, desarrollo y terminación.


El artículo 59 de la Constitución ha establecido específicamente que la libertad de empresa «no debe ser lesivo a la moral, ni a la salud, ni a la seguridad públicas» y el Tribunal Constitucional ha dicho que ésta es sólo una lista enunciativa porque ningún derecho de la Constitución puede afectar la dignidad de la persona humana, que es el derecho de primera importancia establecido en el artículo 1 de la Constitución y que constituye un principio objetivo de valor de la vida jurídica aunque, desde luego, sometido a interpretación y especificación. En este sentido, el Tribunal ha sostenido que la libertad de empresa debe ser ejercitada “con sujeción a la ley y, por ello, dentro de las limitaciones básicas que se derivan de la seguridad, la higiene, la salud, la moralidad o la preservación del medio ambiente” (
).

La libertad de industria ha sido establecida como la facultad de elegir y obrar libremente en la realización del conjunto de operaciones materiales destinadas a la obtención o transformación de productos destinados a la circulación de la riqueza (
).

La libertad de comercio es descrita como una capacidad autodeterminativa para ubicarse entre la oferta y demanda de bienes y así facilitar o ejecutar los intercambios obteniendo un beneficio económico. Aspecto importante de ello es el respeto del derecho de los usuarios establecido en el artículo 65 de la Constitución pues no debemos olvidar que la Carta debe ser interpretada integradamente y no considerando sus dispositivos aisladamente unos de otros.

Estas libertades están correctamente establecidas en la generalidad de las normas constitucionales. Tienen una vinculación estrecha con la economía social de mercado y, en conjunto, permiten libertad y exigen el cumplimiento de las normas legales y contractuales. Un adecuado conocimiento de los detalles constitucionales de estas libertades permite una mayor seguridad jurídica para las inversiones.
5.-
LA ECONOMÍA SOCIAL DE MERCADO


La caracterización de la economía social de mercado hecha por el Tribunal Constitucional contiene los siguientes elementos: el desarrollo del bienestar social tanto en la producción como el trabajo y el reparto justo del ingreso. En segundo lugar, la existencia de un mercado libre con propiedad, iniciativa privada y libre competencia dentro de la economía de mercado. Esto supone, desde luego, el combate de oligopolios y monopolios. En tercer lugar, la economía social de mercado supone un Estado subsidiario y solidario para hacer que bienestar general y realidad socioeconómica converjan (
).

Como se puede ver, el Tribunal trata de conjugar los aspectos de mercado con los aspectos de lo social dentro de la economía, pues hace énfasis en que es social y de mercado.


El Tribunal Constitucional considera que en la Constitución hay un programa social que tiene diversas dimensiones y al que el Estado debe escuchar para aplicar correctamente las normas. Una parte importante de ese programa social están en la Constitución económica y, por consiguiente, no sólo hay que estudiarlo con una visión integrada de reglas económicas y de derechos fundamentales, sino que hay que contribuir a desarrollarla para que todas las opiniones de la sociedad estén presentes en su desarrollo jurisprudencial presente y futuro (
).
6.-
LA DESCENTRALIZACIÓN


Concluimos esta breve descripción del contenido constitucional vinculado a la actividad minera señalando que el Tribunal Constitucional tiene una visión del Estado peruano como unitario y descentralizado, siguiendo y desarrollando las expresiones del artículo 43 de la Constitución.


La idea de un Estado unitario e indivisible, con gobierno descentralizado no contiene incompatibilidades internas. Requiere que el gobierno central se democratice de tal manera que se permita el desarrollo descentralista. Así la Unidad es la regla y la descentralización la excepción (
). De esta manera, estamos ante un Estado unitario y descentralizado en el que hay poder tanto en el gobierno central como en los regionales y locales. Este poder se traduce en competencias que pueden ejercitar, entre otros aspectos, frente a la actividad productiva y comercial. Inclusive, pueden dictar normas generales respecto de estas actividades (
).

Hay, así, una convivencia de sistemas normativos nacional, regional y local (
) lo que es relevante porque como ya vimos, el artículo 192 inciso 7 de la Constitución, asigna a los gobiernos regionales atribuciones en relación a la minería. En consecuencia, la relación de las empresas mineras es desde ya pero previsiblemente será aún mayor en el futuro, tanto con los gobiernos regionales como con el gobierno central en una dualidad normativa que tiene sus propias reglas de jerarquía, que no corresponde estudiar aquí.
-----0-----


Estas son las reglas al día de hoy. Como se puede apreciar, el Tribunal Constitucional ha desarrollado extensamente todas las reglas existentes en la Constitución. Hoy, el Tribunal Constitucional está cambiando a la mayoría de sus miembros de manera algo traumática y, mañana, puede regular las cosas con contenidos muy diferentes a los aquí expresados. Esperemos tener un buen Tribunal, bien elegido y con buen criterio para tratar estos asuntos que, como todos los constitucionales, son muy delicados.

Muchas gracias.
� 	El Tribunal Constitucional ha dictado diversas sentencias de las que esto que decimos se colige necesariamente:


	“2.      Al respecto, la jurisprudencia constitucional, en tanto doctrina sobre las interpretaciones de los derechos fundamentales previstas en la Constitución o en la ley, vincula a todos los jueces en los fundamentos relevantes que han incidido en la solución del conflicto de derechos (ratio decidendi). Mas, la identificación del ámbito de vinculación es competencia del juez que va a aplicar la jurisprudencia vinculante en los términos en que lo hace el referido artículo VI del Código Procesal Constitucional. Ello configura una institución constitucional-procesal autónoma, con características y efectos jurídicos distinguibles del precedente vinculante[1], con el que mantiene una diferencia de grado” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 28 de febrero del 2006 en el Exp_6167_2005_PHC_TC sobre proceso de hábeas corpus interpuesto por don Fernando Cantuarias Salaverry contra el Fiscal de la Trigésimo Octava Fiscalía Provincial Penal de Lima, señor Silvio Máximo Crespo Holguín).


	También es importante la siguiente: “62.  Por ello, en la medida que las sentencias del Tribunal Constitucional son concreciones de la Constitución que se incorporan al sistema de fuentes, son parámetros jurídicos para evaluar la legitimidad constitucional de los actos legislativos, administrativos e, incluso, jurisdiccionales. Su omisión o desvinculación por parte de cualquier poder del Estado u órgano constitucional acarrea, prima facie, su nulidad. Ello es precisamente lo que determina, en el presente caso, la ilegitimidad de las resoluciones estimatorias de amparo y de cumplimiento expedidas por el Poder Judicial; lo que finalmente causa un detrimento en las atribuciones del Poder Ejecutivo ya aludidas supra” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 12 de febrero de 2007 en el Exp_0006_2006-PC_TC sobre proceso competencial  interpuesto por el Poder Ejecutivo contra el Poder Judicial). En esta última sentencia se trata el tema de la obligatoriedad de la jurisprudencia constitucional en diversas dimensiones.





� 	“El hecho de que una norma constitucional pueda ser analizada a partir de su contenido textual, no significa que la función del operador del derecho se agote con un encasillamiento elemental o particularizado, en el que se ignoren o minimicen los contenidos de otros dispositivos constitucionales, tanto más cuanto que resulta claro que estos son, no un simple complemento sino, en muchos casos, una obligada fuente de referencia por su relación o implicancia con el dispositivo examinado. Lo cierto es que las consideraciones sobre un determinado dispositivo constitucional solo pueden darse cuando se desprenden de una interpretación integral de la Constitución, y no de una parte o de un sector de ella” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 22 de enero del 2004 en el Exp_1009_2003_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta por don Hugo Florentino Lamadrid Ibáñez contra el Consejo Nacional de la Magistratura (CNM)).








� 	“Constitución, artículo 66.- Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento.


   Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a particulares. La concesión otorga a su titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal”.





� 	“98.  Los recursos naturales renovables y no renovables, al ser bienes que integran el dominio público cuyo titular es la Nación -no son objeto de un derecho real de propiedad en el sentido civilista del mismo- configuran lo que se denomina una «propiedad especial»[20]. Esta se caracteriza por estar sometida a una normativa específica de Derecho Público, que consagra su indisponibilidad, dada su naturaleza de inalienable e imprescriptible, a tenor del artículo 73° de la Constitución Política del Perú, quedando, en consecuencia, excluida del régimen jurídico sobre la propiedad civil.  





Para ejercer un control de constitucionalidad acorde con las instituciones y valores consagrados por la Constitución, este Tribunal considera necesario enfatizar que existe un régimen jurídico propio y autónomo de los bienes objeto del dominio público, que no se funda en la idea de un poder concreto sobre las cosas en el sentido jurídico-civil y, por tanto, de señorío. 





99.- En el caso, se está ante un dominio público que si bien mantiene alguna conexión con el sentido privatista de la propiedad, no presenta un haz de contenidos cuyas categorías sean del Derecho Civil. Enfocarlo de modo contrario implicaría soslayar su esencia, dados los deberes primordiales del Estado establecidos en el artículo 44º de la Constitución. El crecimiento económico y el fomento de la inversión son bienes que merecen protección constitucional siempre que mantengan un equilibrio dinámico con la conservación de los recursos naturales, el medio ambiente y el desarrollo integral de la persona humana” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 01 de abril del 2005 en el Exp_0048_2004_PI_TC sobre proceso de Inconstitucionalidad interpuesto por José Miguel Morales Dasso, en representación de cinco mil ciudadanos (demandante) contra el Congreso de la República (demandado)).





�           Todo esto ha sido dicho en la siguiente sentencia: “6.- Así pues, los recursos naturales en ningún caso quedan excluidos del dominio soberano del Estado, por lo que resulta constitucionalmente vedado el ejercicio de propiedad privada sobre ellos, sin perjuicio de lo cual, conforme refiere el artículo 66º constitucional, cabe conceder su uso y explotación a entidades privadas, bajo las condiciones generales fijadas por ley orgánica (además de las regulaciones específicas previstas en leyes especiales[9]), y teniendo en cuenta -se insiste- que, en ningún caso, dicho aprovechamiento sostenible puede quedar librado de la búsqueda del bienestar general, como núcleo instrumental y finalista derivado no sólo de su condición de patrimonio nacional (artículo 66º), sino de principios fundamentales informantes de todo el compendio constitucional formal y sustantivo. Tales principios son: la fórmula «social» atribuida a la República peruana por el artículo 43º de la Constitución, y de la que deriva su condición de Estado social y democrático de derecho; el reconocimiento de que toda actividad económica se ejerce en una economía social de mercado (artículo 58º), esto es, bajo el umbral de los valores de la solidaridad y de la justicia social; y, finalmente, el deber instituido por el artículo 44º de la Norma Fundamental, conforme al cual le corresponde al Estado, inexcusablemente, 


"...promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 19 de septiembre de 2006 en el Exp_0003_2006_PI_TC sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por más de cinco mil ciudadanos contra el artículo 37º de la Ley N.º 28094 -Ley de Partidos Políticos).





� 	“18.  En cuanto al vínculo existente entre la producción económica y el derecho a un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, se materializa en función a los principios siguientes: a) el principio de desarrollo sostenible o sustentable (que merecerá luego un análisis); b) el principio de conservación, en cuyo mérito se busca mantener en estado óptimo los bienes ambientales; c) el principio de prevención, que supone resguardar los bienes ambientales de cualquier peligro que pueda afectar su existencia; d) el principio de restauración, referido al saneamiento y recuperación de los bienes ambientales deteriorados; e) el principio de mejora, en cuya virtud se busca maximizar los beneficios de los bienes ambientales en pro del disfrute humano; f) el principio precautorio, que comporta adoptar medidas de cautela y reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre la real dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente; y, g) el principio de compensación, que implica la creación de mecanismos de reparación por la explotación de los recursos no renovables” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 01 de abril del 2005 en el Exp_0048_2004_PI_TC sobre proceso de Inconstitucionalidad interpuesto por José Miguel Morales Dasso, en representación de cinco mil ciudadanos (demandante) contra el Congreso de la República (demandado)).





� 	Dos sentencias referidas a la solidaridad son importantes. La primera dice:


	“La solidaridad implica la creación de un nexo ético y común que vincula a quienes integran una sociedad política. Expresa una orientación normativa dirigida a la exaltación de los sentimientos que impulsan a los hombres a prestarse ayuda mutua, haciéndoles sentir que la sociedad no es algo externo, sino consustancial.


El principio de solidaridad promueve el cumplimiento de un conjunto de deberes, a saber:


a) El deber de todos los integrantes de una colectividad de aportar con su actividad a la consecución del fin común. Ello tiene que ver con la necesidad de verificar una pluralidad de conductas (cargos públicos, deberes ciudadanos, etc.) a favor del grupo social.


b) El deber del núcleo dirigencial de la colectividad política de redistribuir adecuadamente los beneficios aportados por sus integrantes; ello sin mengua de la responsabilidad de adoptar las medidas necesarias para alcanzar los fines sociales” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 05 de octubre del 2004 en el Exp_2016_2004_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta por José Luis Correa Condori contra el Estado peruano representado por el Ministerio de Salud).


	La segunda sentencia importante sobre solidaridad contiene lo siguiente:


	“48.- (...) conforme ha señalado este Tribunal en el fundamento 16 de la Sentencia del Expediente N° 2945-2003-AA, Caso Azanca Alhelí Meza García, Sobre Paciente de VIH/SIDA,


«(...) la solidaridad implica la creación de un nexo ético y común que vincula a quienes integran una sociedad política. Expresa una orientación normativa dirigida a la exaltación de los sentimientos que impulsan a los hombres a prestarse ayuda mutua, haciéndoles sentir que la sociedad no es algo externo sino consustancial». Por ello, al principio de solidaridad son inherentes, de un lado, «el deber de todos los integrantes de una colectividad de aportar con su actividad a la consecución del fin común», y de otro, «el deber del núcleo dirigencial de la colectividad política de redistribuir adecuadamente los beneficios aportados por sus integrantes; ello sin mengua de la responsabilidad de adoptar las medidas necesarias para alcanzar los fines sociales»” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 03 de junio del 2005 en el Exp_0050_2004_AI_TC y otros acumulados sobre proceso de inconstitucionalidad interpuestos por el Colegio de Abogados del Cusco, por el Colegio de Abogados del Callao y más de cinco mil ciudadanos contra las leyes 28389 y 28449).





� 	“33.  En consecuencia, de una interpretación sistemática del artículo 2°, inciso 22) y de los artículos 66º y 67º de la Constitución, se concluye que una manifestación concreta del derecho de toda persona a disfrutar de un entorno ambiental idóneo para el desarrollo de su existencia, es el reconocimiento de que los recursos naturales -especialmente los no renovables- en tanto patrimonio de la Nación, deben ser objeto de un aprovechamiento razonable y sostenible, y los beneficios resultantes de tal aprovechamiento deben ser a favor de la colectividad en general, correspondiendo al Estado el deber de promover las políticas adecuadas a tal efecto” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 01 de abril del 2005 en el Exp_0048_2004_PI_TC sobre proceso de Inconstitucionalidad interpuesto por José Miguel Morales Dasso, en representación de cinco mil ciudadanos (demandante) contra el Congreso de la República (demandado)).





� 	“110.De otro lado, tampoco se han cambiado las reglas de juego para los inversionistas del sector minero, pues no se ha alterado la naturaleza jurídica de la concesión ni las condiciones para su otorgamiento, manteniéndose los plazos de vigencia y las causales de caducidad; es decir, no se ha alterado el régimen de dominio al que tiene derecho el titular de la actividad minera como producto de la concesión. Más aún si se toma en cuenta que la posibilidad del cobro de la regalía minera, ya estaba prevista en el artículo 20° de la Ley Orgánica para el Mantenimiento Sostenible de los Recursos Naturales, cuando incluye entre las retribuciones económicas a las que el Estado tiene derecho, a la de carácter contraprestativo, como la regalía minera; obviamente, tal disposición era susceptible de ser materializada en cualquier momento por el Estado” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 01 de abril del 2005 en el Exp_0048_2004_PI_TC sobre proceso de Inconstitucionalidad interpuesto por José Miguel Morales Dasso, en representación de cinco mil ciudadanos (demandante) contra el Congreso de la República (demandado)).





� 	“108. La concesión minera no es un contrato sino un acto administrativo, que determina una relación jurídica pública a través de la cual el Estado otorga, por un tiempo, la explotación de los recursos naturales, condicionada al respeto de los términos de la concesión y conservando la capacidad de intervención si la justifica el interés público.





La concesión minera debe entenderse como un acto jurídico de Derecho Público en virtud del cual la Administración Pública, sustentándose en el principio de legalidad, establece el régimen jurídico de derechos y obligaciones en la explotación de los recursos minerales no renovables” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 01 de abril del 2005 en el Exp_0048_2004_PI_TC sobre proceso de Inconstitucionalidad interpuesto por José Miguel Morales Dasso, en representación de cinco mil ciudadanos (demandante) contra el Congreso de la República (demandado)).





� 	“102.          En una economía social de mercado, la concesión es una técnica reconocida en el Derecho Administrativo, mediante la cual se atribuyen derechos a privados para el ejercicio de una actividad económica, por ejemplo sobre los recursos naturales renovables y no renovables, como potestad soberana del Estado para regular su aprovechamiento. Es, en sí misma, un título que «(...) hace nacer en la esfera jurídica de su destinatario privado derechos, facultades, poderes nuevos hasta entonces inexistentes (...)»[21]; es decir, se trata de un acto administrativo de carácter favorable o ampliatorio para la esfera jurídica del destinatario, e implica la entrega, sólo en aprovechamiento temporal, de los bienes de dominio público, estableciéndose una relación jurídica pública subordinada al interés público, y no de carácter sinalagmático. Por ello, es la declaración o autonomía de la voluntad estatal la que establece la concesión para un particular. 





Por lo expuesto, «(...) la concesión es siempre un acto constitutivo de derechos, por el que se da al sujeto un poder jurídico sobre una manifestación de la Administración»[22].  Es decir, el particular, antes de que se celebre el acto de concesión, carecía absolutamente de dicha capacidad o derecho, que surge ex novo” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 01 de abril del 2005 en el Exp_0048_2004_PI_TC sobre proceso de Inconstitucionalidad interpuesto por José Miguel Morales Dasso, en representación de cinco mil ciudadanos (demandante) contra el Congreso de la República (demandado)).





� 	“1.      Como lo define el artículo 1351° del Código Civil, el contrato es el acuerdo de dos o más partes para crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica patrimonial. Es un acto bilateral que emana de la manifestación de voluntad coincidente de las partes. Uno de los elementos esenciales del contrato es, precisamente, la voluntad. 


 


Este elemento se sustenta en el principio de la autonomía de la voluntad, que tiene un doble contenido: a) la libertad de contratar -consagrada en los artículos 2.°,  inciso  14), y 62.° de la Constitución Política del Perú- llamada también libertad de conclusión, que es la facultad de decidir cómo, cuándo y con quién se contrata; y 2) la libertad contractual, también conocida como libertad de configuración interna, que es la de determinar el contenido del contrato” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 29 de enero del 2003 en el Exp_2185_2002_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta por por el Instituto Superior Pedagógico Privado Víctor Andrés Belaúnde representado por doña  Alicia Chicchón de Horna contra el Ministerio de Educación).





�       “d) si bien el artículo 62° de la Constitución establece que la libertad de contratar garantiza que las partes puedan pactar según las normas vigentes al momento del contrato y que los términos contractuales no pueden ser modificados por leyes u otras disposiciones de cualquier clase, dicha disposición necesariamente debe interpretarse en concordancia con su artículo 2°, inciso 14), que reconoce el derecho a la contratación con fines lícitos, siempre que no se contravengan leyes de orden público. Por consiguiente, y a despecho de lo que pueda suponer una conclusión apresurada, es necesaria una lectura sistemática de la Constitución que, acorde con lo citado, permita considerar que el derecho a la contratación no es ilimitado, sino que se encuentra evidentemente condicionado en sus alcances, incluso, no sólo por límites explícitos, sino también implícitos; e) límites explícitos a la contratación, conforme a la norma pertinente, son la licitud como objetivo de todo contrato y el respeto a las normas de orden público. Límites implícitos, en cambio, serían las restricciones del derecho de contratación frente a lo que pueda suponer el alcance de otros derechos fundamentales y la correlativa exigencia de no poder pactarse contra ellos. Asumir que un acuerdo de voluntades, por más respetable que parezca, puede operar sin ningún referente valorativo, significaría no precisamente reconocer un derecho fundamental, sino un mecanismo de eventual desnaturalización de los derechos” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 30 de enero del 2004 en el Exp_2670_2002_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta por la Cooperativa de Trabajo y Fomento del Empleo Santo Domingo y otras amparo contra el Congreso de la República y el Ministerio de Trabajo y Promoción Social).


       También el Tribunal Constitucional ha dicho lo siguiente: “2.- (...) si bien el Congreso de la República, conforme al Artículo 62 de la Constitución, no debe modificar a través de leyes posteriores los términos de un contrato entre particulares cuyo objeto pertenece al ámbito de la propiedad privada, debe interpretarse, en cambio, que el Congreso puede y debe tener injerencia cuando el objeto del contrato son recursos naturales de propiedad de la Nación y sobre los cuales el Estado tiene las obligaciones constitucionales de protegerlos y conservarlos, evitando su depredación en resguardo del interés general” (Sentencia del Tribunal Constitucional expedida el 11 de abril del 2002, en el exp_0006_2000_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por Guiomar Seijas Dávila y sesenta y seis Congresistas de la República contra la Ley 27308, Ley Forestal de la Fauna Silvestre y el Decreto de Urgencia 085-2000).





� 	“(...) una vez firmados los contratos, cualquier conflicto derivado de dicha relación contractual, conforme lo señala el artículo 62° de la Constitución, únicamente podrá ser solucionado en la vía arbitral o en la judicial. En concreto, la nulidad de los contratos debe ser declarada en vía judicial, y no mediante de una ley o norma con rango de ley” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 23 de setiembre del 2004 en el Exp_0003_2004_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por don Mateo Eugenio Quispe, en representación del  1% de los ciudadanos de Ancón, contra los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5° de la Ordenanza Municipal N.° 07-2003-MDA, publicada el 1 de abril de 2003 en el diario oficial El Peruano.).





� 	“En primer lugar, sin perjuicio de que más adelante se precise mejor los contornos de la institución denominado «contrato-ley», éste, constituyendo una figura sui géneris de la institución del «contrato», no es una «categoría normativa», una fuente formal del derecho constitucional, como cualquiera de las enunciadas en el inciso 4) del artículo 200° de la Constitución. Y tal afirmación nada tiene que ver con que al contrato, como se expuso en la audiencia pública, se tenga que reconocer fuerza vinculante. Ciertamente, las estipulaciones de un contrato vinculan a las partes que los suscriben, y su inobservancia, acarrea la posibilidad de que se sancionen dichos incumplimientos. Pero una cosa es reconocer a los contratos, en general, fuerza vinculante u obligatoriedad de sus términos, y otra, muy distinta, atribuirles la calidad de «fuentes primarias» o, como la Constitución denomina a las fuentes susceptibles de impugnarse mediante este proceso, de «normas con rango de ley»” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 03 de octubre del 2003 en el Exp_0005_2003_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por sesenta y cuatro Congresistas de la República, representados por el Congresista Jonhy Lescano Ancieta, contra los artículos 1°, 2°, 3°, y la Primera y Segunda Disposición Final y Transitoria de la Ley N.° 2628).





� 	“32.  En el segundo párrafo del artículo 62° de la Norma Suprema se ha constitucionalizado el denominado «contrato-ley». Esta institución no tiene precedentes en nuestro constitucionalismo histórico y tampoco en el constitucionalismo comparado. Como tal, se forjó en el plano legislativo de algunos países latinoamericanos, de donde fue tomada e incorporada a nuestro ordenamiento. Primero, en el plano legislativo (v. gr. artículo 1357° del Código Civil) y, posteriormente, a nivel constitucional (artículo 62°). 


 


Su aparición y posterior desarrollo, ha estado básicamente vinculado con la promoción de las inversiones privadas. Mediante el contrato-ley, en efecto, los Estados han previsto fórmulas contractuales mediante las cuales se ha otorgado a los co-contratantes ámbitos de seguridad jurídica, a fin de favorecer la inversión privada dentro de sus economías. Esas garantías y seguridades, por cierto, varían de país a país e, incluso, en función de la actividad económica en cuyo sector se busca promover la inversión privada” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 03 de octubre del 2003 en el Exp_0005_2003_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por sesenta y cuatro Congresistas de la República, representados por el Congresista Jonhy Lescano Ancieta, contra los artículos 1°, 2°, 3°, y la Primera y Segunda Disposición Final y Transitoria de la Ley N.° 26285).





� 	“El Tribunal Constitucional no comparte una interpretación restrictiva sobre el contenido del contrato-ley, como el que exponen los demandantes. Por un lado, porque el segundo párrafo del artículo 62° de la Constitución establece que «mediante contratos-ley, el Estado puede establecer garantías y otorgar seguridades», sin establecer qué tipo de garantías y seguridades son las que se pueden brindar.  Y, de otro, porque en la práctica una aseveración como la que expresan los demandantes, lejos de optimizar que se cumpla el telos de la institución del contrato-ley, lo termina desnaturalizando” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 03 de octubre del 2003 en el Exp_0005_2003_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por sesenta y cuatro Congresistas de la República, representados por el Congresista Jonhy Lescano Ancieta, contra los artículos 1°, 2°, 3°, y la Primera y Segunda Disposición Final y Transitoria de la Ley N.° 26285).





� 	Una posible consideración de la nueva ley como de aplicación retroactiva no sería pertinente en nuestro concepto para los efectos futuros del contrato (si para los pasados), porque el artículo 103 en su actual versión dice que la nueva norma se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones existentes y el contrato, obviamente, es una relación.





� 	“13.- (...) Ahora bien, el contenido de la libertad de empresa está determinado por cuatro tipo de libertades[5], las cuales terminan configurando el ámbito de irradiación de la protección de tal derecho. 


-       En primer lugar, la libertad de creación de empresa y de acceso al mercado significa libertad para emprender actividades económicas, en el sentido de libre fundación de empresas y concurrencia al mercado, tema que será materia de un mayor análisis infra. 


-       En segundo término, la libertad de organización contiene la libre elección del objeto, nombre, domicilio, tipo de empresa  o de sociedad mercantil, facultades a los administradores, políticas de precios, créditos y seguros, contratación de personal y política publicitaria, entre otros). 


-       En tercer lugar, está la  libertad de competencia. 


-       En último término, la libertad para cesar las actividades es libertad, para quien haya creado una empresa, de disponer el cierre o cesación de las actividades de la misma cuando lo considere más oportuno” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 11 de julio del 2005 en el Exp_3330_2004_AA_TC sobre Acción de  interpuesta por don Ludesminio Loja Mori contra la Municipalidad Metropolitana de Lima, la Dirección Municipal de Comercialización y Defensa del Consumidor, y la Dirección de Fiscalización y Control de la Municipalidad Metropolitana de Lima).





� 	“32.- (...) Cuando el artículo 59 de la Constitución señala que el ejercicio de la libertad de empresa «no debe ser lesivo a la moral, ni a la salud, ni a la seguridad públicas», no está haciendo otra cosa que precisar los límites dentro de los cuales este derecho es ejercido de acuerdo a ley. Claro está que estos límites son enunciativos y no taxativos, pues la protección correcta debe surgir de un principio constitucional como es la dignidad de la persona humana, el mismo que se encuentra recogido en los artículos 1 y 3 de la Constitución, y que se convierte en «un principio constitucional portador de valores sociales y de los derechos de defensa de los hombres». 


La realización práctica de la dignidad del ser humano conlleva la admisión de un status activus processualis, al contener un efecto vinculante en tanto categoría jurídico-positiva y valorativa. 


Así, el derecho a la libertad de empresa traspasa sus límites cuando es ejercido en contra de la moral y las buenas costumbres, o pone en riesgo la salud y la seguridad de las personas.  Consecuentemente, el ejercicio del derecho a la libertad de empresa, para estar arreglado a derecho, ha de hacerse con sujeción a la ley y, por ello, dentro de las limitaciones básicas que se derivan de la seguridad, la higiene, la salud, la moralidad o la preservación del medio ambiente” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 11 de julio del 2005 en el Exp_3330_2004_AA_TC sobre Acción de  interpuesta por don Ludesminio Loja Mori contra la Municipalidad Metropolitana de Lima, la Dirección Municipal de Comercialización y Defensa del Consumidor, y la Dirección de Fiscalización y Control de la Municipalidad Metropolitana de Lima).





� 	“La libertad de industria consiste en la facultad de elegir y obrar, según la propia determinación, en el ámbito de la actividad económica, para realizar un conjunto de operaciones materiales destinadas a la obtención y/o transformación de uno o varios productos naturales con el objeto  inmediato de producción y circulación de la riqueza” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 26 de abril del 2004 en el Exp_0018_2003_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por don Jorge Power Manchego-Muñoz, en representación de más de cinco mil ciudadanos, interpone la presente demanda solicitando la declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 1° de la Ley N.° 27633).





� 	“44.- (...) La economía social de mercado está caracterizada, fundamentalmente, por tres elementos: 


-         ‘Bienestar social’, lo cual debe traducirse en empleos productivos, trabajo digno y reparto justo del ingreso (remunerativo y pensionable). 


-         ‘Mercado libre’, el mismo que supone, por un lado, el respeto a la propiedad, a la iniciativa privada y a una libre competencia regida, prima facie, por la oferta y la demanda en el mercado; y, por otro, el combate a los oligopolios y los monopolios. 


-         ‘Estado subsidiario y solidario’, que importa que se reconozca la existencia de una ‘cláusula general de mandato’ que obliga a  la intervención del Estado cuando la realidad socioeconómica se haya desvinculado, o peor aún, contravenga directamente el bienestar social” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 03 de junio del 2005 en el Exp_0050_2004_AI_TC y otros acumulados sobre proceso de inconstitucionalidad interpuestos por el Colegio de Abogados del Cusco, por el Colegio de Abogados del Callao y más de cinco mil ciudadanos contra las leyes 28389 y 28449).





� 	“4. Previamente al análisis hermenéutico del modelo económico constitucional, conviene precisar que si bien es posible aplicar a la Norma Fundamental los criterios interpretativos propiamente aplicables a las normas de rango legal (a saber, los métodos literal, sistemático, histórico y sociológico), no es menos cierto que la Constitución posee también un importante contenido político, dado que incorpora no sólo reglas imperativas de exigencia o eficacia inmediata o autoaplicativa, sino también un cúmulo de disposiciones que propugnan el «programa social» del Estado, en una de cuyas vertientes principales se sitúa el régimen económico constitucional. 


Se trata pues, en buena cuenta, de la distinción a la que alude Robert Alexy, cuando subraya la existencia de «normas constitucionales regla» y «normas constitucionales principio» (Teoría de los Derechos Fundamentales. Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, segunda reimpresión, 2001).


Entonces, a los clásicos criterios de interpretación, deben sumarse aquellos que permitan concretar de mejor manera los principios que inspiran los postulados político-sociales y político-económicos de la Carta. Por ello la pertinencia en proceder, por una parte, a una interpretación institucional de sus cláusulas y, por otra, a una social” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 11 de noviembre del 2003 en el Exp_0008_2003_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por don Roberto Nesta Brero, en representación de 5,728 ciudadanos, contra el artículo 4° del Decreto de Urgencia N.° 140-2001).





� 	“47.  Gobierno unitario frente a la descentralización


Para zanjar la cuestión, el Tribunal Constitucional ha marcado su posición. Sobre la base de los límites que deben regir al proceso de descentralización, ha llegado a precisar que 


«el objetivo principal de dichos límites que, a su vez, actúa como principio informante de toda política descentralizadora, es el reconocimiento de la unicidad e indivisibilidad del Estado. 


En efecto, Estado unitario e indivisible de gobierno descentralizado no son, en absoluto, conceptos contrapuestos». 


Por tal razón, la democratización política del gobierno central y su administración constituyen condición ineludible para lograr el desarrollo descentralista, así como la satisfacción de las necesidades urgentes que sean materia de su competencia. De lo expuesto se colige que la unidad es la regla, y la descentralización es la excepción” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 18 de febrero del 2005 en el Exp_0002_2005_PI_TC sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por Miguel Ángel Mufarech, en representación de cinco mil setecientos dieciséis ciudadanos contra el Congreso de la República).





� 	“38.    Un análisis conjunto de las referidas disposiciones permite sostener que el Estado peruano no es «unitario descentralizado», sino «unitario y descentralizado». La diferencia entre uno y otro caso no es un simple juego de palabras. Encierra profundas diferencias en lo que a la distribución horizontal del poder respecta. 


Un Estado «unitario descentralizado» es meramente un Estado unitario complejo, es decir, aquel en el que la descentralización solamente se presenta en un ámbito administrativo, más no en un ámbito político. En dichos Estados, las entidades descentralizadas no gozan de verdadera autonomía, pues si bien tienen importantes potestades reglamentarias y ejecutivas, éstas, finalmente, reducen su cometido a la ejecución de las leyes estatales.


Sin embargo, nuestra Constitución no sólo ha conferido a los gobiernos descentralizados (regiones y municipios) autonomía administrativa, sino también económica, y, lo que es más importante, autonomía política. Esta última se traduce, de un lado, en la elección de sus órganos por sufragio directo (artículo 191º de la Constitución), y, de otro, en la capacidad de dictar normas con rango de ley (artículo 192º6 y 200º4 de la Constitución)” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 27 de setiembre del 2005 en los Exp_0020_2005_PI_TC y Exp_0021_2005_PI_TC  sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente de la República contra la Ordenanza Regional N.º 031-2005-GRC/CRC, promulgada por el Presidente del Gobierno Regional de Cusco, y las Ordenanzas Regionales N.os 015-2004-CR-GRH y 027-2005-E-CR-GRH, promulgadas por la Presidenta del Gobierno Regional de Huánuco).





� 	“57.    En el Estado unitario y descentralizado regional, la potestad normativa está distribuida entre órganos nacionales y regionales, además de los locales. La autonomía político-normativa de los gobiernos regionales conlleva la facultad de crear Derecho y no sólo de ejecutarlo. Precisamente por ello, como quedó dicho, el Estado peruano no puede concebirse como un Estado «unitario descentralizado», es decir, como aquel en el que la descentralización tan sólo refleja una proyección estamentaria o administrativa de un único ordenamiento jurídico a ejecutar. Se trata, por el contrario, de un Estado «unitario y descentralizado», esto es, un Estado en el que la descentralización, al alcanzar una manifestación político-normativa, fundada en el principio constitucional de la autonomía, prevista en los artículos 191º y 194º de la Constitución, acepta la convivencia de sub-sistemas normativos (nacional, regional y local)” (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 27 de setiembre del 2005 en los Exp_0020_2005_PI_TC y Exp_0021_2005_PI_TC  sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente de la República contra la Ordenanza Regional N.º 031-2005-GRC/CRC, promulgada por el Presidente del Gobierno Regional de Cusco, y las Ordenanzas Regionales N.os 015-2004-CR-GRH y 027-2005-E-CR-GRH, promulgadas por la Presidenta del Gobierno Regional de Huánuco).








